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Una apuesta local por lo común: 
entre la ilegalidad y la legalidad de la 
minería en pequeña escala en Colombia

1Catalina Quiroga Manrique*

“Es por ello que sus habitantes en su mayoría tienen como sustento 
económico la extracción de oro mediante la minería artesanal y la 

pequeña minería, sin que aún cuenten con la capacidad económica 
para solventar los requisitos para poder legalizar su labor, ya que en 
su gran mayoría se facilita para las multinacionales y trasnacionales 

y las normas no son flexibles para los mineros campesinos que se ven 
en la obligación de organizarse para ejercer la minería de lo común”.

Comité Territorial (2017) 

El 2 de marzo del año 2017, en el marco de la implementación del 
Acuerdo de Paz, se realizó un operativo en contra de un enclave 

minero manejado por mineros campesinos de la región del nordeste 
antioqueño. El Ejército Nacional de Colombia entró a la vereda de 
Lejanías, municipio de Remedios, Antioquia, y en el marco de un ope-
rativo militar quemó tres minidragas, allanó tres hogares y saqueó 
algunos objetos utilizados para la explotación de oro en la región 
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(Ramírez, 2017). Ante estos hechos, los representantes del Comité 
Territorial Minero convocaron un plantón permanente por la defensa 
de la identidad minero-campesina de la zona y por el derecho a tra-
bajar en las minas comunes. El 6 de marzo, cuatro días después del 
operativo y del inicio de la movilización, los mineros campesinos mar-
charon hasta la entrada de la entonces Zona Veredal Transitoria de 
Normalización1 y allí se declararon en paro permanente hasta lograr 
que el “estado”2 colombiano reconozca la actividad minera local y las 
formas de ordenamiento territorial en las que han venido trabajando 
por años, particularmente la propuesta de Zona de Reserva Campesina. 
Las organizaciones sociales de la región consideran que este proceso de 
reconocimiento es vital para que el Acuerdo de Paz entre el Gobierno 
y la guerrilla de las Farc, firmado el pasado 24 de noviembre del 2016, 
sea efectivo y duradero (Agencia Prensa Rural, 2015). 

Minería, territorio y paz son tres palabras recurrentes en las reivin
dicaciones locales del nordeste antioqueño. Hombres y mujeres que ha-
bitan el territorio, que son a su vez hijos e hijas de mineros que venían 
ejerciendo la actividad desde la época de la Colonia, son las personas 
que hoy día están proponiendo soluciones locales al problema del ma-
nejo y aprovechamiento del subsuelo en la región. Es en este contexto 
de propuestas locales de paz que se implementan las políticas públi-
cas de formalización, definición, estigmatización y regulación de la 
actividad minera a pequeña escala, problema central de este escrito. 

La minería en pequeña escala en Colombia ha sido pensada desde 
varios escenarios y siempre en relación con la implementación de pro-
yectos extractivos a gran escala. Desde la institucionalidad nacional, 

1	 Las Zonas Veredales Transitorias de Normalización son las figuras que desig
naron los Acuerdos de Paz para que los guerrilleros de las Farc hicieran el 
tránsito hacia la vida civil. Estas zonas son claves en el proceso de entrega de 
armas, cedulación y procesos de actualización censal y afiliación a servicios 
propios de la vida civil (salud, educación, etc).

2	 Me refiero al estado —con minúscula— como un hecho social compuesto por 
instituciones, políticas públicas y construcciones ideológicas (Abrams, 1988) 
y no como una idea dada. En esa medida, se anota a lo largo del texto como 
“estado”, atendiendo a la propuesta de desreificar o descosificar el concepto.
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la intervención frente a la minería a pequeña escala se basa en la for-
malización, la asociación y la regulación del ejercicio minero. En con-
traposición, a nivel local, el problema del ejercicio minero a pequeña 
escala pasa por la construcción colectiva de definiciones sobre la acti-
vidad y sobre los sujetos que la ejercen; es decir, nace de un ejercicio 
local de repensar la actividad y ponerla en discusión con la vida coti-
diana. En este sentido, el objetivo principal de este capítulo es presen-
tar cómo se construyen definiciones locales frente al ejercicio minero 
a pequeña escala como una de las principales estrategias de defensa 
de la paz y los derechos sobre el territorio. Es importante resaltar que 
esta disputa se da en el marco de un proceso de diálogo con las visiones 
estatales de legalidad y, por lo tanto, con el modelo de desarrollo im-
puesto para la región. El análisis presentado en el capítulo se basa en el 
estudio de caso realizado junto con las poblaciones minero-campesinas 
de la región del nordeste de Antioquia, Colombia, que promueven el 
concepto de minería de lo común como una propuesta para definir sus 
formas de ejercer la actividad minera y promover escenarios de paz 
atados a las resistencias locales.

La minería de lo común, concepto central de este texto, es promo-
vido por la Corporación Acción Humanitaria por la Convivencia y la 
Paz del Nordeste Antioqueño —Cahucopana— (Comité Territorial, 
2017). De la mano con plataformas políticas nacionales como Marcha 
Patriótica y Congreso de los Pueblos, esta organización compuesta por 
mujeres y hombres minero-campesinos viene trabajando en la defensa 
de los derechos humanos y el derecho al territorio desde el año 2002. 
Para esta organización, el conteo de minería de lo común brinda una 
posibilidad distinta de definición de la actividad minera en pequeña 
escala y resume las disputas que se dan entre las poblaciones locales, 
el estado y las empresas. Para comprender la construcción de dicho 
concepto, este capítulo se basa en un trabajo de campo realizado junto 
con la organización entre los años 2012 y 2017. 

La apuesta del texto es aportar al debate académico y político una 
nueva definición sobre la minería a pequeña escala, que, surgida desde 
lo local, dé luces para la construcción conjunta y localizada de defi-
niciones sobre la actividad minera en el país. La definición propuesta 
permitirá hacer una lectura integral de la problemática en la zona 
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y tendrá como centro las implicaciones de la realización de la activi-
dad en el territorio habitado. Para este fin, el análisis de la dimensión 
espacial es un aspecto central para comprender las formas de defensa 
de las actividades cotidianas de la región, y, por lo tanto, las propues-
tas locales de minería de lo común. Cabe anotar que esta propuesta se 
basa en el trabajo conceptual de David Harvey (2003) sobre la cons-
trucción de espacios de esperanza en escenarios de ampliación de la 
globalización y los postulados de la geografía feminista que insisten 
en integrar un análisis de lo cotidiano para pensar los procesos de pro-
ducción de desigualdades y las diferencias producidas en el habitar el 
espacio (Massey, 1994). Es por estas razones que se destaca a lo largo 
del capítulo la escala local como respuesta a las lógicas de la globali-
zación y el discurso de desarrollo impuesto por políticas nacionales. 

En términos generales, esta investigación se enmarca en una lectura 
centrada en la coproducción del espacio entre humanos y naturaleza, 
las definiciones legales y los ejercicios de defensa del territorio que 
de allí se derivan; es relevante definir qué se entiende por territorio. 
La definición de territorio presentada ha sido trabajada con los mine-
ros campesinos en el ámbito local y responde a una lectura integral de 
las relaciones entre humanos y naturaleza. Para los mineros campesi-
nos del nordeste de Antioquia, el territorio no es solo un escenario de 
acción, el territorio integra las formas locales de vivir y ser, y se con-
vierte, por tanto, en un espacio de disputa donde la vida es en rela-
ción con la naturaleza. Por otro lado, para Mançano Fernandes (2008) 
el territorio es, fundamentalmente, un espacio de gobernanza. Es de-
cir, se produce y se reproduce en el marco de relaciones de poder; en 
este sentido, el territorio del cual se hará mención a lo largo del tex-
to responde a un ejercicio por entender que el espacio es socialmente 
producido (Lefebvre, 1991 [1974]) y que el territorio es un resultado 
inacabado de una serie de relaciones de poder que se ejercen en torno 
al uso, ordenamiento y formas de definición de la naturaleza. 

En términos teórico-metodológicos para comprender el proceso 
de construcción de propuestas locales frente a la definición y el ejer-
cicio de defensa del territorio, la investigación se basó en los postula-
dos de la ecología política. Enrique Leff (2003) menciona que el campo 
de análisis de la ecología política se basa en la necesidad de ver “con 
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nueva luz las relaciones de poder que se entretejen entre los mundos 
de vida de las personas y el mundo globalizado” (p. 18). Además, 
Arturo Escobar (2010) menciona que la ecología política, como un 
campo interdisciplinar y en construcción, surge en un momento don-
de es necesario repensar las relaciones que se tienen con la naturaleza 
y los ejercicios de coproducción que se dan entre humanos y natura-
leza. Así, la ecología política permite, por un lado, pensar las relacio-
nes entre los actores de todas las escalas que influyen en la definición 
y el ordenamiento de la naturaleza y, por otro lado, reconocer las re-
laciones que se producen en el marco de construcción de identida-
des locales relacionadas y coproducidas con el territorio. En últimas, 
una mirada desde los aportes de la ecología política permite recono-
cer las disputas que se dan en el ejercicio de la territorialidad y de la 
producción de significados sobre el espacio y la naturaleza. La ecolo-
gía política, entonces, brinda la posibilidad de reconocer las disputas 
y cruces que se generan entre actores en la zona y permite identificar 
el contexto de surgimiento de la propuesta política de la definición de 
minería de lo común. 

Por otro lado, es importante destacar el aporte de los postulados 
realizados por Stuart Hall (2010) a esta investigación. Menciona la re-
levancia de reconocer la manera en la que diferentes intereses o fuerzas 
sociales —en este caso particular movimientos minero-campesinos— 
pueden llevar a cabo una lucha ideológica a través de la desarticu-
lación de un significante que hace parte de un sistema dominante 
—definiciones hechas por el estado—. El autor propone que la posi-
bilidad de discusión y de construcción ideológica tiene que ver con 
la posibilidad, no solo de desarticular significados, sino, por el con-
trario, de la necesidad de rearticular y proponer una cadena de con-
notaciones distintas. Así, el ejercicio local de redefinir la forma como 
las poblaciones minero-campesinas ejercen la minería es un proceso 
que nace de una discusión directa con el modelo de desarrollo capi-
talista y, a su vez, se basa en la necesidad de desarticular significados 
dominantes y promover significados locales y territorializados. En el 
fondo, la apuesta de este grupo de mineros campesinos es por nom-
brar lo innombrable y poner sobre la mesa del debate nacional una 
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posición local frente a la implementación de un modelo de desarro-
llo que no responde a las formas de pensar y vivir en el territorio del 
nordeste de Antioquia.

En términos metodológicos, la realización de este capítulo y en ge-
neral la propuesta de definición local de la minería a pequeña escala, 
nace de la promoción de escenarios de investigación colaborativa alre
dedor de la conceptualización y la profundización de las problemáticas 
de las figuras de ordenamiento local de las Zonas de Reserva Campesina. 
En este sentido, el escrito es resultado de un trabajo que vienen rea-
lizando las organizaciones locales y académicos por años. La investi-
gación respondió a lo que Rita Segato (2010) llama antropología por 
demanda, que propone reconocer las necesidades locales para construir 
de forma distinta el conocimiento y, por otro lado, se inscribe en la me-
todología de investigación propuesta por Rappaport y Ramos (2005) 
sobre la investigación —histórica— colaborativa; allí se menciona que 
para el proceso de reconstrucción de la memoria se deben tener presen-
tes los postulados epistemológicos producidos desde las cotidianidades 
y los procesos locales; es así que esta investigación presenta un ejercicio 
realizado en conjunto con la organización. En todo caso, y lejos de ha-
cer una apología a la organización social, este texto problematiza los 
efectos concretos de la actividad y contextualiza de forma radical las 
condiciones puntuales que llevan a estos mineros campesinos a pensar 
su territorio de una forma determinada, donde la minería es central. 

Este capítulo entra en discusión con otros académicos colombia-
nos que han apuntado a la definición de este tipo de minería y a las 
consecuencias puntuales de su ejercicio en los territorios donde se 
realiza. Ángela Castillo y Sebastián Rubiano (2016) proponen el con-
cepto de minería independiente para aquella que se realiza fuera de 
aparatos institucionales o empresariales, esto para el caso de la mine-
ría realizada en la selva colombiana por poblaciones locales indígenas 
y afrodescendientes. Emerson Buitrago (2014), en su estudio sobre la 
minería en el páramo de Santurbán, apunta a la descripción de los ejer-
cicios locales en defensa de la minería. El autor destaca las siguientes 
estrategias: a) la defensa de la ancestralidad y b) la puesta en práctica 
de técnicas ancestrales que evitan impactos iguales o mayores a los de 
la minería a gran escala, todo esto en relación con el cuidado del agua 
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y del ecosistema de alta montaña. Otro de los aportes sobre el tema lo 
hace Catalina Caro (2014), quien estudia las reconfiguraciones socio-
territoriales en el norte del Cauca y su relación con el ejercicio de la 
actividad minera como parte de las economías indígenas. Todos estos 
investigadores proponen un trabajo desde la antropología y tienen en 
común un acercamiento etnográfico al tema. 

Otros autores, ubicados en un lugar distinto del trabajo etnográfico, 
se han centrado en el diagnóstico de una actividad que en su escala 
nacional es muy difícil de comprender. Leonardo Güiza (2013, 2015) 
ha investigado sobre los datos generales y los impactos de la actividad 
en el país, centrado en fuentes como agencias nacionales de control de 
la actividad en términos ambientales y técnicos; también ha trabajado 
con agencias de cooperación en el diagnóstico de las violaciones a los 
derechos humanos relacionadas con la actividad minera a pequeña 
escala. Por su parte, Álvaro Pardo (2015) ha investigado sobre la po-
lítica de formalización de la minería a pequeña escala. Sus aportes se 
centran en una lectura integral de la actividad minera y la necesidad de 
pensar la formalización como una opción para mitigar efectos adver-
sos sobre el ambiente y la prolongación del conflicto armado; se trata 
de una propuesta crítica que responde al lenguaje estatal disponible 
para solucionar una problemática local.

En términos generales, estos han sido los estudios a nivel nacional 
que han tratado el tema minero a pequeña escala y con los cuales esta 
investigación quiere dialogar. Es importante mencionar que todos estos 
textos señalan que uno de los principales problemas para la minería 
a pequeña escala es la falta de definición legal sobre la actividad; esto 
permite pensar que la definición es, por un lado, una problemática que 
complica el proceso de formalización, pero también posibilita a su vez 
una ventana de acción de poblaciones como los mineros campesinos 
del nordeste de Antioquia. Estos actores locales promueven, desde la 
diversidad de formas cotidianas de hacer minería, una opción válida 
al ejercicio de exclusión y control realizado por el estado. En últimas, 
la propuesta de minería de lo común, que viene a dialogar con estos 
escritos, permite hacer una crítica a la generalización legal que excluye 
y coloca a las poblaciones locales en un proceso de competencia directa 
con la minería a gran escala y multinacional. 
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Ahora, y con el fin de contextualizar la discusión, cabe mencio-
nar que la región del nordeste antioqueño comprende diez municipios 
del departamento de Antioquia y tiene una población aproximada de 
169 718 habitantes, siendo Remedios y Segovia los municipios más po-
blados (22 914 y 35 095 habitantes, respectivamente) (Dane, 2005). Con 
unos altos índices de necesidades básicas insatisfechas, la población 
de esta región se mueve entre la pobreza material y la riqueza de la 
tierra. Más concretamente, la investigación está ubicada espacialmen-
te en los municipios de Remedios y Segovia. Remedios fue fundada en 
1560 y se configuró como un refugio móvil de mineros quienes impul-
sados por el auge del oro durante el período de la Colonia poblaron 
estas zonas. Posteriormente, y a raíz del hallazgo de reservas de oro, 
se instaló en la región la multinacional Frontino Gold Mines —la em-
presa llegó a la región en 1855—, que en un principio fue propiedad 
de ingleses y luego, hacia la década de los setenta, fue vendida a em-
presarios estadounidenses; hoy día la multinacional que hace presen-
cia en la zona es la Grand Colombian Gold, de activos canadienses. 

Segovia, por su parte, es un municipio de más reciente funda-
ción y hoy se configura como la capital minera del departamento de 
Antioquia. Estos dos municipios fueron víctimas del conflicto social 
y armado que azotó a Colombia en los últimos sesenta años. Esta con-
textualización del lugar de trabajo permite reconocer algunas caracte-
rísticas históricas que son utilizadas por las poblaciones locales en su 
ejercicio de autoidentificación y definición como mineros campesinos, 
en especial porque estos municipios se han caracterizado por una am-
plia acción política y la promoción de Zonas de Reserva Campesina. 

En palabras generales, este capítulo pretende mostrar que la defi
nición de minería de lo común se configura como una opción para 
superar las definiciones económicas de la actividad y destacar la im-
portancia de las prácticas locales en la construcción de historias regio-
nales y locales, de territorios y ordenamientos ambientales y espaciales. 
La definición local está pensada desde el habitar en el espacio y es en 
esta lógica que cobra sentido la apuesta por la defensa de territorios 
locales que promueven un espacio de paz, todo esto en constante diálogo 
y disputa con las escalas nacionales e institucionales que producen las 
políticas públicas que regulan la actividad.
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Finalmente, para responder al objetivo central, este escrito se orga
niza en dos apartados. El primero de ellos busca contextualizar el estado 
actual de la minería a pequeña escala en Colombia. Por medio de la 
presentación de las definiciones técnicas sobre la minería realizada por 
poblaciones locales, este apartado pone en discusión las visiones de 
naturaleza que se producen desde la institucionalidad; además, presen-
ta una genealogía de la legislación nacional frente a la propiedad del 
subsuelo y ubica en esta discusión la construcción de los discursos de 
ilegalidad frente a la actividad de pequeños mineros. El segundo apar-
tado destaca la construcción de las propuestas locales de definición de 
la actividad minera; allí se busca anotar como principales elementos: 
las propuestas locales de ordenamiento territorial, la construcción de 
identidades basadas en las actividades económicas, sociales y políti-
cas, la construcción de nociones de la naturaleza basadas en mercados 
locales y la propuesta de paz como articuladora del territorio. En este 
apartado se desarrolla la definición de minería de lo común; se resalta 
que es una definición que se construye desde la organización social en 
el nordeste antioqueño y que puede ser un aporte fundamental en la 
disputa política del reconocimiento de la actividad y en relación con 
la construcción de paz territorial en zonas de conflicto. Finalmente, 
se anotan unas conclusiones generales y se abren algunas preguntas 
para pensar estas definiciones en el marco de la discusión con la política 
pública nacional en Colombia.

El contexto de la minería local en 
Colombia: las definiciones de legalidad e 
ilegalidad, una apuesta de doble vía
La minería a pequeña escala —ilegal, informal, tradicional o artesa-
nal— se ha convertido en un tema de discusión en muchas esferas de 
la vida pública. Desde los ambientalistas hasta las agencias regulado-
ras de la actividad minera han intentado definir y controlar este tipo 
de extracción local. En todo caso, la institucionalidad colombiana 
ha puesto todos sus esfuerzos en el impulso de lo que el expresidente 
Juan Manuel Santos llamó la “locomotora minera por el desarrollo” 
basada en la inversión multinacional. Esta priorización institucional 
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ha generado cientos de opiniones referentes al manejo del subsuelo co-
lombiano y, en general, a los usos de los recursos renovables y no re-
novables. Es decir, las instituciones nacionales se han preocupado por 
potenciar espacios de producción primarios —especialmente de mine-
rales y petróleo— a gran escala y con fines comerciales, desconociendo 
otras formas de explotación a nivel local. 

Este apartado tiene como objetivo presentar tres elementos que 
constituyen el discurso del estado frente a la minería a pequeña escala. 
El primero de ellos tiene que ver con la promoción de la minería comer
cial, el segundo con la estigmatización de los mineros a pequeña escala 
y, el tercero, con la promoción de alianzas productivas entre pequeños 
mineros y multinacionales mineras por medio del ejercicio de forma-
lización. Para ilustrar estos elementos, la primera parte se centra en la 
historia de la integración del subsuelo a la política nacional, esto con 
el fin de ver el ejercicio de priorización de la minería comercial; poste-
riormente, se presentan las definiciones estatales sobre la minería a pe-
queña escala, ubicando el problema en el nordeste de Antioquia. Para 
terminar, se mencionan los problemas del ejercicio de la formalización 
relacionada con alianzas productivas. Todo esto, para dar paso a la 
discusión local del nordeste antioqueño sobre el concepto de minería 
de lo común, que se va a desarrollar más adelante. 

La historia institucional de la propiedad del subsuelo 
y la priorización comercial de la minería a gran escala

La historia sobre la legislación de la propiedad del subsuelo se pue-
de resumir, siguiendo al investigador Carlos Duarte (2012), como un 
proceso influenciado por fuertes raíces coloniales. En 1587, luego del 
descubrimiento de las minas de oro en Zaragoza —localidad que hace 
parte de la región actual del nordeste antioqueño—, se dictaron dos or-
denanzas o regulaciones en términos mineros: la ordenanza de Rodas, 
la primera de ellas, se convirtió en la primera legislación que hablaba 
sobre la propiedad de subsuelo; y la ordenanza de Mon y Velarde, la 
segunda, contenía perspectivas muy interesantes sobre la propiedad de 
la tierra —con un intento de reforma agraria y la necesidad de promo-
ver la agricultura como forma de supervivencia de la fuerza de trabajo 
de las minas— y una primera visión de la necesidad del subsuelo como 
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fundamental para la generación de riquezas y excedentes para quien 
ejerciera el poder. Estas dos ordenanzas fueron el comienzo de un pro-
ceso de construcción de regímenes de propiedad sobre el subsuelo por 
parte de la institucionalidad. 

Posteriormente, en la época de la Independencia, el oro cobró ma-
yor importancia para la producción de riquezas que financiaban las 
batallas independentistas. Para ese entonces, ya la venta de la propie-
dad del subsuelo se convertía en un elemento fundamental de riqueza, 
en términos de explotación nacional y por las ganancias recibidas 
a partir de las regalías de explotación por parte de terceros. En la 
Constitución Política de 1886 —años después— se ratificó el inte-
rés estatal por convertirse en el único propietario del subsuelo y sus 
riquezas, dado que reconocían el valor de los recursos que allí existían 
y esta forma de propiedad les permitía fortalecer el papel del estado 
en la explotación y manejo de una economía minera aún incipiente. 
Hasta este momento, la explotación de recursos representaba para el 
poder local una opción muy importante por lograr los objetivos de la 
época. La consolidación de la república y las batallas de la indepen-
dencia dependieron en gran medida de la explotación del oro, por lo 
que la propiedad sobre el mismo era muy importante. 

Ya para la primera mitad del siglo xx, la propuesta gubernamen-
tal se basó en un ejercicio de ampliar las fronteras de inversión y, por 
lo tanto, se privilegió la iniciativa privada por medio del modelo de 
concesión (Duarte, 2012). Las modificaciones políticas adelantadas 
hasta ese punto dieron un giro clave para comprender el papel esta-
tal en la actualidad: si bien se consideraba que las minas eran fuente 
de riqueza nacional, estas no podían ser manejadas internamente, a lo 
que se sumaba el interés de captar recursos extranjeros como una 
fuente de financiación de las diversas políticas nacionales. Esta forma 
de propiedad es la que está vigente hoy en Colombia y la base de la 
discusión sobre la ilegalidad de los títulos de explotación de mineros 
campesinos a pequeña escala. 

Hoy el estado tiene un papel definido por la Unidad de Planeación 
Minero Energética (upme) como de “facilitador y fiscalizador en el 
desarrollo de los proyectos mineros, al tiempo que incentiva en for-
ma eficaz y contundente la inversión privada” (upme, 2006, p. 13). 
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Sin embargo, durante el proceso de construcción de la Constitución 
Política de 1991, en plena entrada del proyecto neoliberal al país, la dis-
cusión sobre la propiedad del subsuelo se consigna en el artículo 332 
de la siguiente forma: “El Estado es propietario del subsuelo y los re-
cursos naturales no renovables, sin perjuicio de los derechos adquiri-
dos y perfeccionados con arreglo a las leyes preexistentes”. Es decir, 
el estado conserva la propiedad, pero se abre el espacio para que, ade-
más, asuma un ejercicio de administración y generación de alianzas 
comerciales enmarcadas en el proceso de la globalización. 

El resultado de estos procesos es que hoy el estado es el propieta-
rio del subsuelo y el responsable de su administración, y, en este senti-
do, las políticas sobre la actividad se dan en un marco nacional, que, 
privilegiando alternativas multinacionales, desconoce las dinámicas 
locales (departamentales, municipales y otras escalas más pequeñas). 
La forma por medio de la cual el estado controla la actividad es por 
medio de una serie de instituciones que titulan, licencian, controlan 
y facilitan la actividad minera. Hoy, Colombia tiene titulado el 4.5 % 
de su territorio nacional —un equivalente a seis millones de hectáreas, 
las mismas utilizadas para la producción agrícola (Agencia Nacional 
Minera, 2015)—.

Ahora, es importante mencionar que todo este proceso histórico 
de integración del subsuelo a las propiedades del estado está directa
mente relacionado con las formas de definición de la actividad minera. 
La definición de la actividad minera, basada en las capacidades técnicas, 
la medición del volumen de material extraído, la capacidad instalada, 
el grado de mecanización y el destino final de los recursos moneta-
rios generados nace con el Código de Minas de 1988 y se mantiene 
hasta hoy sin diferencias sustanciales. En el Código de Minas vigente, 
la Ley 685 del 20013, existen definiciones diversas en relación con la 
minería a pequeña escala. En términos generales, la minería a pequeña 
escala es restringida a: 

3	 Cabe mencionar que en el año 2010 en el Gobierno de Álvaro Uribe se propuso 
un nuevo Código de Minas (Ley 1382 del 2010) que fue declarado inexequible
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La extracción ocasional y transitoria de minerales industriales a 

cielo abierto, que realicen los propietarios de la superficie, en canti-

dades pequeñas y a poca profundidad y por medios manuales […]. 

Esta explotación ocasional solamente podrá tener como destino 

el consumo de los mismos propietarios, en obras y reparaciones 

de sus viviendas e instalaciones […]. Todo otro destino industrial 

o comercial que le den a los minerales extraídos, les está prohibido. 

(Congreso de la República, 2001)

Es decir, la minería a pequeña escala está directamente ligada a la mi-
nería de subsistencia. Posterior a esta ley, y con el objetivo de regla-
mentar y atender a las dinámicas políticas y sociales, se producen una 
serie de reglamentaciones en la política minera. Los glosarios técni-
cos se convierten en el documento de política pública que define las 
formas de realizar la actividad. Hasta ahora, la definición solo tenía 
en cuenta dos formas de explotación: la comercial y la de subsisten-
cia; es decir, la que producía regalías para el estado y la que no ge-
neraba competencia y era usada a nivel local para suplir necesidades 
básicas. En el Glosario Técnico Minero, que cumple con el requisito 
del artículo 68 del Código de Minas vigente, se menciona que existen 
cinco formas de explotación minera que tienen que ver con la posición 
y definición de los sujetos frente a su relación con estado: 1) minería 
de subsistencia; 2) minería formal; 3) minería legal; 4) minería infor-
mal y, 5) minería ilegal. Para efectos de este capítulo, los conceptos 
que más nos interesan son los de minería ilegal-informal y minería 
de subsistencia; binomio que continúa respondiendo a la visión de 
dos formas únicas de minería: comercial y de subsistencia. De igual 
manera estos son conceptos que pueden agruparse, no de forma ex-
cluyente, en la categoría de minería a pequeña escala. Enseguida se 
anotan las definiciones estatales.

	 en el año 2011 por la Corte Constitucional por no cumplir con el requisito de 
consultas previas a comunidades étnicas. Una de las organizaciones sociales 
demandantes de este código fue Cahucopana, protagonista e impulsora del 
concepto de minería de lo común.
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Tabla 1. Resumen de los conceptos del Glosario Técnico Minero

Minería de subsistencia Minería comercial 

Minería de subsistencia: 1. Minería 
desarrollada por personas naturales 
que dedican su fuerza de trabajo 
a la extracción de algún mineral 
mediante métodos rudimentarios 
y que en asocio con algún 
familiar o con otras personas 
generan ingresos de subsistencia. 
2. Se denomina así a la explotación 
de pequeña minería de aluvión, 
más conocida como barequeo, 
y a la extracción ocasional de 
arcillas, en sus distintas formas, 
y los materiales de construcción.

Minería ilegal: es la minería desarrollada 
sin estar inscrita en el Registro Minero 
Nacional y, por lo tanto, sin título 
minero. Es la minería desarrollada de 
manera artesanal e informal, al margen 
de la ley. También incluye trabajos 
y obras de exploración sin título minero. 
Incluye minería amparada por un título 
minero, pero donde la extracción, 
o parte de ella, se realiza por fuera 
del área otorgada en la licencia.

Minería informal: constituida por las 
unidades de explotación pequeñas 
y medianas de propiedad individual y 
sin ningún tipo de registros contables. 

Fuente: elaboración propia (Agencia Nacional de Minería, 2015; Minminas, 2003).

Se puede concluir a partir de la lectura de política pública, que las 
definiciones legales sobre la minería a pequeña escala se producen 
desde una visión económica y con el propósito de organizar la acti-
vidad minera bajo dos miradas: una relacionada con la forma como 
se comprende la naturaleza y la otra con la necesidad de control sobre 
los excedentes en dinero producidos por la actividad. Por un lado, 
la visión de naturaleza como recurso, hija de la imposición del discur-
so de desarrollo (Shiva, 1996), y por otro lado, la visión de recursos de 
uso público que obliga a los sujetos que la reglamentan a priorizar la 
minería comercial con el fin de obtener regalías que puedan ser útiles 
para la reinversión en proyectos de interés nacional. Aquí es importan-
te mencionar que esta priorización nace de un proceso de adhesión a 
las políticas de desarrollo formuladas desde los años cincuenta, don-
de, según Escobar (2007), se trasforman el total de las culturas y for-
maciones sociales de acuerdo con los dictados del llamado primer 
mundo. Siguiendo a Escobar y entendiendo que el desarrollo funcio-
na como un régimen de representación, este capítulo propone ver el 
desarrollo como un discurso. En esta medida, la priorización de una 
forma de sujetos que son competentes y responsables se enfrenta con 
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unos sujetos que no poseen las capacidades técnicas y no generan re-
galías. Es decir, la política nacional minera prioriza a los empresarios 
y multinacionales y construye un discurso de exclusión frente a los mi-
neros a pequeña escala. 

El nordeste de Antioquia: la ilegalidad 
se suma al problema de control estatal

Una vez planteados los elementos claves para el análisis de las defi
niciones estatales de extracción minera, es relevante situarnos en el 
caso concreto de la región del nordeste antioqueño para comprender 
la construcción de sujetos, ya no solo en el marco de “no producti-
vos económicamente”, sino de sujetos directamente ligados con la ile-
galidad. Para el año 2016, según el Sistema Nacional de Información 
Minera Colombiano (Simco), el departamento de Antioquia fue el ma-
yor productor de oro de todo el país: solo en ese año produjo alrededor 
de 26 000 kilogramos de oro. Los municipios de Remedios y Segovia, 
el hogar de estas poblaciones en resistencia, se ubican en tercer y cuarto 
escalón de mayor producción de oro en el departamento, luego de los 
municipios de Zaragoza y El Bagre (Simco, 2016). Toda esta zona que 
está definida por el ordenamiento territorial departamental como dis-
tritos mineros ha sido víctima del conflicto social y armado, pero a su 
vez es el epicentro minero del departamento e incluso del país; es decir, 
se está hablando de una zona donde se reproducen profundas des-
igualdades en la distribución del recurso y la presencia diferenciada 
del estado. 

Si se tienen en cuenta estas cifras, la importancia nacional de esta 
región en la producción de oro sale a relucir. En todo caso, es un depar
tamento problemático en términos de conflicto armado y supuestas 
asociaciones locales con la ilegalidad. El director de la Asociación 
Colombiana de Minería menciona que el 88 % de la producción de 
oro en el país la producen mineros “ilegales”, y Antioquia es el depar-
tamento que más produce a nivel nacional. En el mismo sentido, pero 
ya haciendo énfasis en uno de los discursos más reiterativos frente a la 
minería a pequeña escala, según el diario Portafolio “la minería ilegal 
es una de las principales fuentes de ingresos de grupos armados al mar-
gen de la ley que operan en Colombia, un país azotado por un conflicto 
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armado de más de medio siglo” (Portafolio, 2016). Es decir, para el dis-
curso oficial en el nordeste de Antioquia se juntan grandes recursos 
naturales —especialmente oro— administrados por grupos al margen 
de la ley y, por lo tanto, es una zona de urgente intervención estatal.

Pareciera, entonces, que el mayor problema que tiene el estado 
en relación con la producción de oro está concentrado en el departa-
mento de Antioquia y se basa en la necesidad de controlar todo tipo 
de producción que este fuera de la legalidad que brindan los títulos 
mineros. En otras palabra, que sumado a los argumentos estatales que 
promueven una sola forma de producción —la producción a gran es-
cala y con título minero—, se tilda de criminales y poco efectivos a los 
mineros que realizan la actividad a pequeña escala. 

De esta manera, se diferencian dos grandes formas de hacer mine-
ría de oro en Colombia: 1) por medio de la extracción legal por parte 
de empresas mineras que, según el estado, tienen toda la capacidad 
técnica y económica, y 2) la realizada por poblaciones locales que han 
venido ejerciendo la actividad sin títulos mineros y que para los ojos 
de la institucionalidad no poseen las capacidades económicas, técnicas 
y ambientales para ejercer la actividad de forma legal; adicionalmente, 
que estas poblaciones están permeadas por estructuras armadas ilega-
les que controlan el comercio del oro. Estas características, en conse-
cuencia, dejan por fuera de la competencia a las poblaciones locales 
que hacen minería como forma de subsistencia y como parte de la 
solución a las problemáticas de la vida cotidiana. 

En este sentido, las formas como se ha pensado la minería han traí-
do a largo plazo despojo, no solo de tierras, sino en lo que se refiere 
a actividades particulares y formas de relacionarse con el territorio. 
En este contexto, las políticas nacionales sobre la propiedad del subsuelo 
se configuran en formas sostenidas de actualizar geografías desiguales, 
que en la minería a pequeña escala se relacionan con la construcción 
de escenarios de miedo, o zonas rojas, y de sujetos enemigos del pro-
greso y, por lo tanto, de la imagen de la paz. Personas que fuera de la 
legalidad nacional definen explotar los recursos que son propiedad del 
estado y, en consecuencia, adquieren de forma inmediata la definición 
de ilegales y construyen al tiempo definiciones locales que ayudan a 
complejizar esta visión cartesiana frente a la legalidad y la ilegalidad. 
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Formalización, asociación y propuestas locales

Otro aspecto importante que complementa la idea de promoción de la 
minería comercial y la estigmatización de los mineros a pequeña escala 
es que el discurso nacional, en términos legislativos y de política pú-
blica, se centra en el control y la promoción de alianzas de explotación 
de minerales con empresas que tengan capacidad económica y técnica. 
Estas alianzas se dan en el marco de un proceso de formalización. 

El proceso de formalización es resultado de la urgencia estatal por 
integrar a los sujetos ilegales —en la medida de lo posible— al con-
trol estatal. Ese proceso nacional, que busca diferenciar los sujetos que 
están dentro y fuera del catastro minero nacional —o, en otras pala-
bras, dentro y fuera del desarrollo—, permite reconocer las diferen-
cias locales y las problemáticas asociadas a la actividad minera. Más 
concretamente, la política de formalización minera es reglamentada 
por medio de la Resolución 90 719 del 8 de julio del 2014. Al ser un 
documento de política pública, integra un diagnóstico nacional sobre 
el proceso de formalización y los alcances de la misma. En el diagnós-
tico se destacan como factores de riesgo de la población que ejerce la 
minería sin legalizar: deficiente administración y gestión de la infor-
mación, bajos niveles educativos, pobreza y bajos índices de desarrollo 
humano e impactos negativos a mediano y largo plazo en el medioam-
biente físico (Minminas, 2014).

Frente a estas definiciones producidas sobre los mineros a pequeña 
escala, la política formula cuatro líneas estratégicas. La primera es lla-
mada minería bajo amparo de un título minero, que consiste en “generar 
condiciones para que los desarrollos de los trabajos mineros tradicio-
nales de pequeña escala se realicen en el marco de la legalidad, esto 
incluye, originar espacios y herramientas legales para amparar dichas 
actividades bajo un título minero” (Minminas, 2014). La segunda línea, 
una de las más importante para el caso concreto, busca generar es-
pacios de diálogo y asociación entre la minería grande y la pequeña. 
Esta problemática pone de manifiesto el ejercicio de diferenciación 
de sujetos y la necesidad de garantizar una sola forma de produc-
ción. La tercera línea se titula formación para el trabajo minero, que 
busca generar espacios de formación, y la cuarta se basa en “impulsar 
y financiar proyectos mineros sostenibles para mejorar las condiciones 
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técnicas, económicas y sociales de la actividad minera a pequeña es-
cala” (Minminas, 2014). 

De todas formas, y asumiendo que la política de formalización va 
más allá de un escenario de control, en el nordeste antioqueño las polí
ticas de formalización parecen no haber llegado al grueso de la pobla-
ción. Los mineros campesinos que impulsan la definición de minería 
de lo común mencionan que “hasta el momento actual, desconocemos 
los programas o formas de apoyo en que las administraciones loca-
les y departamentales apoyarán el proceso de formalización” (Comité 
Territorial, 2017). Sumado a un escenario de desconocimiento, también 
se debe agregar que las políticas de formalización en la zona, debido 
a la presencia de la multinacional Grand Colombia Gold, han estado 
en manos de la misma. Por lo tanto, su alcance ha sido muy reducido, 
lo que finalmente genera nuevas formas de desigualdad al acceso a los 
programas de estado y a un escenario de discusión que permita reco-
nocer las formas locales de hacer la minería a pequeña escala. 

Todo este proceso de diferenciación en las formas de ejecución de 
la actividad minera tiene que ver con la historia de la construcción 
de la propiedad sobre el subsuelo y las políticas públicas que acom-
pañan este ejercicio de propiedad estatal. Los regímenes de propiedad 
actuales sobre el subsuelo en el país dejan como resultado un estado 
nacional que, en el marco de la apertura económica y de la implemen-
tación de políticas neoliberales, se encarga de controlar y administrar 
la explotación de recursos, más no de ejercer la explotación de forma 
directa y con fines de autosostenimiento. En este sentido, los mineros 
que ejercen la actividad sin títulos de explotación del subsuelo se con-
vierten de forma directa en ilegales, en sujetos que, en contra del mer-
cado, generan impactos ambientales y no le genera ninguna ganancia 
a la nación. 

Pero este discurso nacional es mucho más complejo cuando se 
aplica a territorios concretos. La propiedad, vista de forma integral, 
no solo es una disputa por los derechos de explotación. En el ámbito 
local, en el nordeste antioqueño, la propiedad del subsuelo no puede 
verse por fuera de la propiedad de la tierra y de las actividades que se 
realizan allí. En todo caso, la legislación nacional colombiana pone de 
manifiesto que el subsuelo es administrado y titulado a quien genere 
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mayores ganancias en términos de explotación y exportación de ma-
teriales sin perjuicio de la propiedad del suelo. Es decir, la legislación 
privilegia la zonificación de zonas mineras explotadas por multinacio-
nales o sujetos con capacidad y justifica las definiciones anotando el 
interés nacional, por sobre beneficios de carácter local. 

En conclusión, este apartado intentó poner en discusión los discur
sos que se producen desde el estado frente a la actividad minera a pe-
queña escala. Se destaca el argumento de la definición de la propiedad 
del suelo y la construcción de sujetos leídos desde la ilegalidad, así 
como los problemas puntuales de la implementación de las políticas 
de formalización. Además, se anotan algunos referentes frente a los 
discursos relacionados con la capacidad económica y la posibilidad de 
afectación ambiental. Todo esto en contravía de la construcción de un 
sujeto local apto para el proceso de extracción. Por lo general, el estado 
prioriza la actividad de las empresas multinacionales que tienen la 
capacidad de extraer en grandes volúmenes y generar regalías como 
los sujetos perfectos para concesionar la propiedad sobre el subsuelo. 
En palabras del comité local de la Corporación Acción Humanitaria 
por la Convivencia y la Paz del Nordeste Antioqueño (Cahucopana, 
2017), lo que sucede en la práctica es un escenario de disputa territorial:

De igual manera los territorios mineros a pequeña escala están 

solicitados o ya fueron adjudicados a transnacionales para su 

explotación en calidad de concesión, por lo que el fin último no 

está en la formalización que nosotros como ciudadanos colom-

bianos y mineros artesanales podamos hacer, sino que el interés 

del Estado es de expulsarnos del territorio para así permitir la en-

trada de las transnacionales.

Es decir, el estado colombiano genera una serie de discursos —mate-
rializados en políticas públicas— que despojan a los mineros locales 
de la posibilidad de explotar el mineral precioso. La organización de 
la economía nacional se ha traducido en la renovación de viejas polí-
ticas públicas, una construcción discursiva sobre la minería local y a 
pequeña escala, una serie de apropiaciones territoriales que tienen 
impresa una noción capitalista de naturaleza y una serie de conflictos 
locales que se basan en las formas de ordenamiento territorial de la 
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producción minera y las formas de definirla. Las poblaciones locales, 
por su parte, basan sus resistencias en prácticas locales y formas diver-
sas de comprender y ordenar el territorio y la naturaleza. El discurso 
de la ilegalidad es el centro de estas formas de despojo: es precisamen-
te frente a este discurso que los campesinos y mineros locales del nor-
deste de Antioquia construyen su propuesta de la minería de lo común.

Minería de lo común: una definición 
de sujetos, territorios y esperanzas

“Aquí vivimos de la pequeña minería y hoy nos tienen 
criminalizados, nos destruyen las herramientas con que buscamos 
el alimento, con que resolvemos las necesidades básicas en nuestra 

región. Pero aquí no hay inversión social, los niños estudian 
debajo de un árbol, a los enfermos hay que sacarlos al pueblo. 

Tenemos los mismos derechos que el resto de colombianos”. 

Olga Benítez, presidenta de la Junta de Acción Comunal de Lejanías

Una vez comprendidos los elementos que constituyen el discurso na-
cional frente a la minería a pequeña escala, este apartado tiene como 
objetivo fundamental presentar la construcción del concepto de mi-
nería de lo común. Para esto se presenta una discusión sobre lo co-
mún en dos perspectivas: la de bienes comunes y la de la comunalidad. 
Posteriormente, se enuncian y se desarrollan cada uno de los aspectos 
que constituyen el concepto, a saber: a) el proceso de identificación 
local como mineros campesinos, b) la definición de límites territo-
riales por medio de zonas mineras dentro de las Zonas de Reserva 
Campesina, c) la construcción de significados sobre los bienes comu-
nes en el marco de mercados locales, y d) la propuesta de articulación 
nacional de paz y reintegración. Finalmente, se presentan algunas 
conclusiones sobre el ejercicio de conceptualización. 

Una de las dimensiones centrales en la relación entre las pobla-
ciones minero-campesinas y la naturaleza —y el territorio— tiene que 
ver con las reglas de juego que se diseñan para estructurar estas rela-
ciones. Los territorios locales, en el nordeste antioqueño, proveen una 
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serie de escenarios de interrelación y coproducción que sostienen la 
vida humana. Diferentes tipos de reglas estructuran la relación entre 
los mineros campesinos y su territorio. Para reconocer estas reglas y las 
formas como se construye la propiedad local es clave comprender el 
concepto de bienes comunes. Es importante no perder de vista que los 
mineros campesinos hacen parte de un sistema de mercado: la cadena 
de producción de oro está enmarcada en el mercado global del ma-
terial precioso que se utiliza en reservas federales, aparatos tecnoló-
gicos y fabricación de joyas. Tal cómo se vio en el apartado anterior, 
las poblaciones locales, como el estado, construyen formas de relacio-
namiento que se traducen en regímenes de propiedad. 

De acuerdo con Ostrom y Ostrom (1977), existen cuatro tipos 
de bienes basados en dos atributos: sustractibilidad y exclusión. Los 
tipos de bienes son: privados, comunes, bienes de club y bienes pú-
blicos. Para efectos de este escrito, y con el fin de conceptualizar el 
proceso de construcción de la minería de lo común, interesa tener en 
cuenta la definición de los bienes comunes. Estos se caracterizan por 
un alto grado de sustractibilidad en cuanto a su uso; para el caso con-
creto, el oro que extrae un minero ya no está disponible para otro. En 
cuanto a la exclusión, los bienes comunes se caracterizan por los altos 
costos y la dificultad de excluir a otros usuarios del acceso a los recur-
sos. Esta característica es una consecuencia de su naturaleza biológica 
y ecológica (Ostrom, Gardner y Walker, 1994). Esta primera mirada 
de bienes comunes nace de una lectura económica sobre el territorio 
y los problemas de disponibilidad y distribución de los recursos de 
la naturaleza, una mirada pensada desde la gestión de la naturaleza. 

Esto es importante comprenderlo por dos motivos. El primero es 
que la minería es un proceso de extracción de materias primas no reno
vables, lo que genera una suerte de competencia sobre el derecho de 
extracción —este tema se vio en el primer apartado donde se discutía 
sobre los derechos de explotación y la priorización estatal a empre-
sas multinacionales—. Segundo, la propuesta local de minería de lo 
común se basa en un proceso de resignificación del concepto de bienes 
comunes: es decir, las poblaciones de mineros campesinos apuestan por 
mercados locales, entendiendo que el oro cobra valor en el momen-
to de su inclusión al mercado. Por otro lado, otro concepto teórico 
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útil para pensar los bienes comunes lo aporta Bollier (2008); según el 
autor, los bienes comunes hacen referencia a la relación social de per-
tenencia entre las poblaciones y sus entornos naturales y culturales. 
El autor menciona que al retomar la idea de bien común en relación 
con las reivindicaciones de la acción colectiva se pueden identificar 
“una amplia clase de recursos en cuyo control y manejo, la ciudadanía 
en general o comunidades específicas tienen intereses políticos y mo-
rales” (p. 31). Bollier va un paso más allá de la definición de Ostrom 
y Ostrom e integra al problema de la sustractivilidad y la exclusión, un 
proceso de comunalidad que es vital para comprender que el gobier-
no sobre la naturaleza tiene bases profundamente políticas y responde 
a formas locales y territorializadas de relacionarse con la naturaleza. 

En esta discusión sobre bienes comunes, es también importante 
tener en cuenta la diferencia entre regímenes de propiedad y los tipos 
de bienes. Un recurso de uso común puede ser manejado por cualquier 
tipo de régimen de propiedad: gubernamental, privado, propiedad co-
mún o ningún tipo de propiedad definida. Una confusión usual es que 
los bienes públicos se entienden como recursos comunes. Una propie-
dad común posee derechos colectivos para excluir a otros, mientras 
que en un bien público o de acceso abierto es muy difícil excluir usua-
rios. El reconocimiento de las diferencias entre las características de un 
recurso y los derechos de propiedad es lo que permite la existencia de 
derechos de propiedad colectivos (Poteete, Janssen y Ostrom, 2010). 
Para el caso del nordeste antioqueño, y como se verá más adelante, 
se está hablando de bienes comunes administrados por lógicas locales 
de comprender la naturaleza y ordenar los territorios. 

Esto quiere decir que las poblaciones locales del nordeste de 
Antioquia se apoyan en la definición de bienes comunes para pen-
sar: regímenes de propiedad locales y formas de ordenamiento terri-
torial basadas en el inventario y la construcción de políticas de uso 
del subsuelo en la región. O sea, la apuesta local es por un ejercicio de 
nombrar el subsuelo como propiedad colectiva. Paola Barriga (2014) 
menciona que la propiedad colectiva se define como “una distribución 
de derechos de propiedad sobre los recursos en la cual un número de 
propietarios tiene iguales derechos a usar el recurso” (p. 248); es decir, 
la minería de lo común entiende los bienes comunes como propiedad 
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colectiva que está atravesada por un ejercicio político de ordena-
miento territorial, construcción de identidades locales y propuestas 
de paz territorializadas, en últimas, la comprensión de los comunes 
pasa por una comprensión de un proceso de construcción de signifi-
cados locales y contextuales. 

A partir de esos elementos, la definición local de minería de lo 
común se fundamenta en la construcción de regímenes de propiedad 
colectivos sobre bienes comunes que implican un ejercicio político de 
gobierno y ordenamiento del territorio local. Para comprender la forma 
como las poblaciones de mineros campesinos construyen el concepto 
de minería de lo común, este capítulo expone cuatro dimensiones de 
acción local, a saber: 1) el proceso de identificación local como mi-
neros campesinos, 2) la definición de límites territoriales por medio 
de zonas mineras dentro de las Zonas de Reserva Campesina, 3) la 
construcción de significados sobre los bienes comunes en el marco de 
mercados locales y 4) la articulación con la propuesta nacional de paz 
y reintegración (ilustración 1). Este apartado intentará, por medio de 
un trabajo etnográfico, resolver cómo se constituyen estas dimensiones, 
para, finalmente, brindar una definición de este tipo de minería. Cabe 
anotar que esta definición se construye en razón, no solo del litigio 
estratégico, sino además respondiendo a una construcción política de 
base y que ninguna de las dimensiones puede verse de forma separada, 
ya que están en constante proceso de actualización y articulación.

Ilustración 1. Componentes de la minería de lo común

El proceso de identificación local  
como mineros campesinos

Articulación con la 
propuesta nacional de paz 

y reintegración

La definición de límites 
territoriales por medio de 

zonas mineras dentro de las 
Zonas de Reserva Campesina

Minería  
de lo  

común

Construcción de significados sobre los bienes 
comunes en el marco de mercados locales

Fuente: elaboración propia.
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La primera dimensión relacionada con el proceso de identificación 
local como mineros campesinos se basa en un proceso dinámico de cons-
tante actualización sobre la definición de identidades locales. En este 
sentido, y sumado a las definiciones técnicas y jurídicas que produce 
la institucionalidad minera en el país, muchos de los campesinos mine-
ros de las zonas donde estas actividades están íntimamente integradas 
—agricultura y minería a pequeña escala—, han apelado por la defini-
ción de comunidad minero-campesina que se legitima desde las prác
ticas cotidianas, como una opción de diálogo con la legalidad nacional.

Según Eduardo Restrepo (2007), algunas de las características 
principales del concepto de identidad tienen que ver con su carácter 
relacional. Esto es, se producen en el marco de un ejercicio de diferen-
cia que puede poner de manifiesto ejercicios de dominación, desigual-
dad y soberanía. Sumado a esto, el autor menciona que las identidades 
son inherentemente relacionales, están históricamente situadas, son 
múltiples y se constituyen como práctica. Uno de los elementos más 
importantes para comprender el proceso de identificación de las pobla-
ciones minero-campesinas del nordeste de Antioquia tiene que ver con 
la relación entre humanos y naturaleza, y la relación con la práctica 
cotidiana como base para comprender las formas locales de vivir en el 
territorio. Este proceso de identificación pasa por una reflexión local 
que busca integrar las actividades mineras a la cotidianidad campesina. 

Los actores del conflicto también son determinantes para pensar 
en esta construcción de definiciones locales de territorio. Para enten
der este punto es clave anotar que la construcción de la identidad 
como mineros campesinos, que aporta a la definición de minería de lo 
común, pasa por un proceso de relacionamiento con otras lógicas de 
apropiación del espacio habitado. No solo la lógica territorial minera 
campesina está presente en la zona, las políticas nacionales en térmi-
nos mineros y territoriales de la mano con la presencia constante de 
grupos armados, han generado otro tipo de identidades frente al mis-
mo territorio. Es en esta superposición de territorialidades que es nece
sario generar definiciones locales de la actividad minera, todas ellas en 
busca de un diálogo con el estado y la institucionalidad que les per-
mita a las poblaciones minero-campesinas permanecer en su territorio 
y diseñarlo de forma común. 
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Así, el minero campesino, a partir de sus actividades económi-
cas y de sobrevivencia diarias, construye significados sobre la tierra 
que pisa y sobre la cual desarrolla su vida. Las rutas de comercializa-
ción, las rutas de desplazamiento interveredal, las diferentes regiones 
de las cuales provienen estas poblaciones y una sistemática presencia 
del conflicto social y armado constituyen algunas de las característi-
cas que configuran una identidad anclada al problema y delimitación 
territorial. Es así que la primera característica en la definición de mi-
nería de lo común tiene que ver con la construcción de una identidad 
particular basada en la producción conjunta de la historia-territoria-
lizada que integra la definición y descripción de las prácticas locales. 

El segundo elemento de esta iniciativa se basa en la definición de 
límites territoriales por medio de zonas mineras dentro de las Zonas 
de Reserva Campesina. En Colombia muchas poblaciones campesinas 
han comenzado un proceso de reconocimiento de la historia-territo-
rializada local en pro de la defensa de los territorios. Paralelo a un 
proceso de identificación local, las poblaciones minero-campesinas 
conciben un proceso de delimitación territorial, que desde la sobera-
nía local pretende defender los derechos asociados al trabajo y la vida. 
En la misma lógica de los resguardos indígenas —Ley 21 de 1991— que 
aprobó el Convenio 169 sobre pueblos indígenas y tribales, adoptada 
por la 76.ª reunión de la Conferencia General de la oit y los Consejos 
Comunitarios Afrodescendientes —Ley 70 de 1993—, los campesinos 
del país han impulsado la delimitación y declaración de las Zonas 
de Reserva Campesina —Ley 60 de 1993, capítulo xiii denominado 
Colonizaciones y Decreto 1777 de 1997—. Todas estas figuras terri-
toriales responden a la Constitución del año 1991, donde, además, se 
asume el proceso de apertura económica y se supera el modelo de susti-
tución de importaciones. Esto es importante mencionarlo porque estas 
figuras de ordenamiento territorial se abren paso en medio de un pro-
ceso de apertura del mercado de tierras. Si bien las dos primeras figu-
ras tienen mecanismos de protección, la tercera, y la que interesa para 
este análisis, está en el marco de constitución de zonas empresariales. 

Es importante comprender esta característica en relación con la 
construcción de identidades locales. El concepto de diálogo con el es-
tado de minería de lo común tiene que ver con la definición de espacios 
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de disputa legal sobre el territorio. Este elemento pasa a ser clave 
para estas poblaciones en el nordeste antioqueño. Para ello es nece-
sario comprender que la zona rural de los dos municipios está ubi-
cada en los lugares más alejados y con menos presencia estatal —en 
términos de estado de bienestar—, es decir, que bajo los parámetros 
de acceso y posibilidad de ejercer prácticas económicas diversas, esta 
zona se encuentra utilizada de forma mayoritaria por las poblaciones 
minero-campesinas. Son estas poblaciones quienes trabajan la tierra, 
abren caminos y transforman el paisaje. Lo que permite pensar que 
las labores de la vida cotidiana son un elemento constructor de terri-
torio y de las definiciones locales de identidad minero-campesina, con-
figurando fronteras y límites. A partir de las dinámicas propias, todas 
asociadas a la cotidianidad minera y agrícola, se generan espacios co-
munes y espacios particulares de extracción y de sobrevivencia, que 
son reconocidos por las poblaciones locales —organizadas y no or-
ganizadas— como lugares de vida y de expresión de sus sentimientos 
políticos y sus propias lógicas sociales y económicas. En este sentido 
el proceso de identificación de lo minero-campesino va directamente 
ligado con la construcción de Zonas de Reserva Campesina. 

Por último, es importante mencionar que la disputa de los mine-
ros campesinos es de doble vía. Una frente al estado y la instituciona-
lidad nacional, y la otra en términos internos. Esto no quiere decir que 
exista un fraccionamiento en el movimiento social de la zona, por el 
contrario, lo que se busca es complejizar las relaciones internas y po-
ner sobre la mesa los diversos mecanismos de diálogo y conciliación 
que se dan en el nordeste de Antioquia. A lo que se refiere esta afirma-
ción es que internamente, en la Zona de Reserva Campesina del valle 
del río Cimitarra, se han dado una serie de discusiones sobre el impac-
to minero y la necesidad de combinar todos los procesos productivos 
de la región. Esta preocupación local abre paso a la tercera dimensión 
que constituye el concepto de minería de lo común, y hace énfasis en 
promover mercados internos para mitigar impactos ambientales y pro-
mover el plan de desarrollo de la Zona de Reserva Campesina. 

La tercera característica de construcción de la definición de la mi-
nería de lo común se refiere a la construcción de significados sobre los 
bienes comunes en el marco de mercados locales. Es importante resaltar 
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que el concepto nace de una propuesta en el marco de la construcción 
de un acontecimiento. Según Alain Badiou (s. f.), un acontecimiento 
es propiamente imposible desde el estricto punto de vista de la legali-
dad. De allí menciona que la idea de lo común se configura como un 
acontecimiento local que requiere de tres componentes constitutivos: 
un componente político, un componente histórico y un componente 
subjetivo. La idea de lo común, según el mismo autor, es a través de 
lo que puede hablar el proceso de una verdad en el lenguaje impuro 
del estado, y desplazar así, por un tiempo, las líneas de fuerza por 
las cuales el estado prescribe lo que es posible y lo que es imposible. 
Partiendo de comprender lo común como un acontecimiento, y por 
lo tanto, un lenguaje fuera de las lógicas legales del estado y fuera del 
modelo de desarrollo basado en el extractivismo, la noción de natura
leza que promueven las comunidades minero-campesinas en el nor-
deste de Antioquia se basa en una lectura integral de los usos locales 
y el reconocimiento de afectaciones y procesos de mejora; así como en 
la promoción de mercados locales que van en contravía del lenguaje 
dominante del estado de promover la minería comercial a gran escala 
y multinacional. Los mineros campesinos se refieren a los problemas 
ambientales, la explotación por parte de empresas multinacionales 
y las soluciones locales, de la siguiente forma:

Mientras que nosotros, mineros artesanales en vía de formaliza-

ción, estamos haciendo los esfuerzos para que la explotación sea 

más ecoamigable, pague impuestos y los recursos se queden en 

nuestra región; somos calificados como ilegales y violentan nues-

tros derechos, a pesar del interés de promover nuestra formaliza-

ción en pro del cuidado del medioambiente y pensando siempre 

en el valor común de nuestro territorio. (Comité Territorial, 2017)

Esta propuesta de los comunes para el fortalecimiento de merca-
dos locales, está relacionada con el concepto de justicia ambiental 
promovido desde la localidad. Mediante una sentencia de tutela la 
Corte Constitucional (2016) indicó que la justicia ambiental designa 
el tratamiento justo y la participación significativa de todas las per-
sonas, independientemente de su raza, color o ingreso económico 
con respecto al desarrollo, leyes, reglamentos y políticas ambientales. 
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Para las poblaciones de mineros campesinos, la justicia ambiental pasa, 
además, por un ejercicio de acceso pero también de cuidado y manejo 
sostenible de los recursos. En este sentido, la promoción de mercados 
locales constituye una posibilidad de mitigar el impacto ambiental de 
la minería y, también, una posibilidad de participar en la construcción 
de políticas públicas mineras y ambientales que apoyen los procesos 
locales y se basen en propuestas hechas por las poblaciones de mineros 
campesinos. 

Finalmente, la última característica, y posiblemente la que más peso 
tiene en las discusiones actuales en el país, es el proceso de promoción 
de espacios de paz. El Gobierno colombiano y la guerrilla de las Farc 
—guerrilla presente en la zona del nordeste antioqueño— firmaron en 
el 2017 un Acuerdo de Paz que incluye seis puntos: 1) política de de-
sarrollo agrario integral, 2) participación política, 3) fin del conflicto, 
4) solución al problema de las drogas ilícitas, 5) reparación de vícti-
mas: Sistema Integral de Verdad, Justicia, Reparación y no Repetición 
y 6) implementación, verificación y refrendación. En ninguno de estos 
puntos se tocó el tema minero, pero todo el proceso de dejación de 
armas de los frentes de las Farc ubicados en el nordeste de Antioquia 
se realizó en el municipio de Segovia y tuvo una relación directa con 
las apuestas locales mineras y territoriales. Los mineros campesinos 
ubicados a los alrededores de la zona de entrega de armas, actores cla-
ves para el proceso de reintegración de los guerrilleros, han exigido al 
estado colombiano garantizar la actividad minera en la zona y pro-
mover espacios de formación y formalización con el fin de integrar a 
los hombres y mujeres que entran a la vida civil y sean beneficiados 
por la Justicia Transicional de Paz. En otras palabras, las propuestas 
locales de la minería de lo común pasan por una reflexión del proce-
so de reintegración y de garantía de una paz duradera en la región. La 
minería de lo común se convierte en una opción de gestión local del 
territorio que, para los mineros campesinos, garantiza la implemen-
tación de unos acuerdos que lleven a una paz estable y duradera en 
una zona que fue azotada por el conflicto los últimos cincuenta años. 

Luego de comprendidos cada uno de los elementos que constitu-
yen la propuesta de minería de lo común, se puede concluir que esta 
propuesta nace de una lectura integral de los componentes históricos, 
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territoriales, subjetivos y políticos locales. La idea de la minería de 
lo común es resultado de un proceso histórico que mezcla acciones 
políticas de carácter reivindicativo, pero también se pregunta por la 
construcción de territorios y propuestas que van más allá de la for-
malización de la actividad o de la delimitación de zonas mineras. Los 
territorios minero-campesinos son la expresión de una lectura crítica 
de la historia de la zona, que, realizada por los habitantes, resulta en 
una definición que profundiza las determinaciones tradicionales de la 
actividad minera y se ubica en un espacio de disputa constante. Cabe 
mencionar que el tema ambiental es un asunto todavía en discusión; 
a nivel local los mineros campesinos son conscientes del impacto 
de la actividad y por tal motivo abogan por definiciones que inte-
gren varias actividades económicas —minería, agricultura, pesca—. 
La propuesta de definición está todavía en construcción y requiere 
de un ejercicio constante de escucha y coproducción de paisajes que 
superen la desigualdad y se piensen desde la política de lo común. 

Es así que la minería de lo común se define como una actividad 
que sobrepasa la definición económica de la misma y que apuesta por 
una mirada local de relacionamiento con la naturaleza. Es preciso in-
sistir que en la práctica de esta forma de minería se privilegian formas 
locales de mercado, y por lo tanto, apuestas distintas por la definición 
de los bienes comunes. Además, La minería de lo común se basa en 
los debates de los bienes comunes y apuesta por una forma de cons-
truir espacios de esperanza, donde se comprende que la naturaleza es 
coconstruida con las prácticas cotidianas. En conclusión, la historia de 
las actividades económicas pasa por una lectura territorial y el traba-
jo en conjunto es el centro de la propuesta histórica y territorial. Esta 
definición local también va en contravía de la definición empresarial 
de la minería que desde la mirada de lo neoliberal, y a pesar de que se 
encuentra enmarcada en el mercado mundial, aboga por una forma 
local de sostenibilidad cultural y económica que privilegia espacios 
justos en términos sociales y ambientales. 

La minería de lo común es la actividad minera desarrollada por las 
poblaciones de mineros campesinos en el nordeste de Antioquia que se 
basa en los principios de comunalidad, promoción de mercados locales 
y generación de ordenamientos territoriales y ambientales que mitiguen 
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impactos sobre la naturaleza. Este tipo de minería asume la propie-
dad del subsuelo como un bien común y por este motivo delimita la 
actividad dentro de las figuras de ordenamiento territorial de Zonas 
de Reserva Campesina. La minería de lo común se considera como 
una posibilidad para construir espacios de paz, donde todos puedan 
participar en un ejercicio de distribución justa de las regalías y bene-
ficios. Este concepto sigue en construcción y busca aportar desde una 
historia-territorializada local algunos elementos que la política pública 
nacional no ha tenido en cuenta hasta ahora. 

En conclusión, paso a paso las poblaciones minero-campesinas 
reproducen en la tierra habitada sus nociones territoriales y sus ne-
cesidades básicas de sobrevivencia. Todas estas formas de la práctica 
cotidiana se materializan en estrategias de sobrevivencia y propuesta 
política ante un contexto histórico de violencia en la región. La opor-
tunidad política de la aplicación del concepto de minería de lo común 
permite superar las lógicas económicas y atiende a la construcción coti
diana de una actividad que es la forma como estas poblaciones viven 
en el territorio. En definitiva, la propuesta nace de la necesidad que el 
diálogo con el estado pase por un ejercicio territorializado y desterri-
torializado —en términos de las posibilidades de ampliación y reiden-
tificación— de las formas de vivir y transitar los territorios.

Conclusiones 
Las reflexiones de este capítulo se basan en la necesidad de construir, 
desde las lecturas locales del territorio, definiciones que aporten a las 
discusiones entre actores locales, la institucionalidad y las empresas. 
La definición de minería de lo común se constituye en una estrategia 
política de defensa del territorio que sobrepasa la respuesta a la impo-
sición de la política pública y propone, desde lecturas históricas y terri-
torializadas, alternativas frente a la compleja relación entre humanos 
y naturaleza. El ejercicio de conceptualización local, en últimas, nace 
de un escenario donde el concepto de ilegalidad construye regímenes de 
representación. En este sentido, la respuesta local comienza como una 
estrategia por enfrentar la estigmatización de ilegalidad, y se configura 
con el tiempo como una propuesta política de más profunda aplicación. 
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En suma, a futuro esta discusión puede ser un aporte importante a la 
literatura de bienes comunes y a la construcción de políticas públicas 
sobre la minería a pequeña escala. Para que eso sea posible, es nece
sario profundizar en la conceptualización de juicios académicos con 
los cuales se pueda entrar en discusión.

Lo que queda de este trabajo conjunto de investigación es una 
ventana de oportunidad de acción política y producción académica. 
Ninguna de las definiciones presentadas a lo largo del texto está aca-
bada y es estática. Diariamente, las poblaciones minero-campesinas del 
nordeste de Antioquia producen desde sus prácticas cotidianas nuevas 
definiciones y nuevas formas de construcción territorial. Por ende, este 
capítulo quiso presentar una posibilidad localizada de producción de 
significados que entran en constante discusión con las políticas públi-
cas nacionales y con el modelo capitalista de desarrollo impuesto para 
la minería a pequeña escala en Colombia.
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